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FUNDAMENTOS JURÍDICOS (del 42 al 55) 

42. El título III del Estatuto de Autonomía de Cataluña, rubricado “Del Poder Judicial en 

Cataluña” y objeto de impugnación en varios de sus preceptos, ha merecido de los 

recurrentes una crítica de principio basada en el argumento de que la materia en 

cuestión sólo puede ser regulada por la Ley Orgánica del Poder Judicial y, en 

consecuencia, no por el Estatuto que, en el presente caso, a su juicio, atentaría además 

contra la unidad del Poder Judicial mediante su indebida territorialización. A este 

planteamiento general, del que se ha dado cuenta en el antecedente 42, han opuesto las 

demás partes procesales las razones también recogidas en ese mismo antecedente. 

La crítica de principio de los recurrentes no llega al punto de descalificar la existencia 

de un título estatutario dedicado al Poder Judicial, pues expresamente dicen asumir la 

reiterada doctrina de este Tribunal a propósito de la existencia de dos ámbitos 

materiales discernibles en relación con el Poder Judicial, de los cuales sólo el referido a 

la denominada “administración de la Administración de Justicia” puede ser objeto de 

atribución a las Comunidades Autónomas, siendo de la exclusiva competencia del Estado 

la “Administración de Justicia” en sentido propio (por todas, STC 56/1990, de 29 de 

marzo). También el Abogado del Estado y el Gobierno y el Parlamento catalanes parten 

de esa doctrina en su defensa de los preceptos estatutarios recurridos, de manera que 

el problema constitucional planteado no es, en términos maximalistas, si el Estatuto de 

Autonomía puede o no incluir preceptos dedicados al Poder Judicial, sino, más 

precisamente, si los concretos preceptos aquí recurridos se desenvuelven en el ámbito 

material accesible a la competencia autonómica, siendo notorio que las partes también 

discrepan en punto a la exacta delimitación de ese ámbito frente al reservado a la 

competencia del Estado. 

Procede, pues, examinar en particular cada uno de los preceptos recurridos para 

determinar si, como sostienen los recurrentes, el nuevo Estatuto catalán se ha extendido 

sobre materia reservada a la competencia estatal. Examen que, como es evidente, no 

puede sino partir del principio de que una de las características definidoras del Estado 

autonómico, por contraste con el federal, es que su diversidad funcional y orgánica no 
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alcanza en ningún caso a la jurisdicción. En el Estado autonómico, en efecto, la 

diversificación del ordenamiento en una pluralidad de sistemas normativos autónomos 

no se verifica ya en el nivel de la constitucionalidad con la existencia de una pluralidad 

de Constituciones (federal y federadas), sino que, a partir de una única Constitución 

nacional, sólo comienza en el nivel de la legalidad. Los sistemas normativos que en ese 

punto se configuran producen normas propias, a partir del ejercicio de unas potestades 

legislativa y ejecutiva también propias. Sin embargo, la función jurisdiccional, mediante 

la que tales normas adquieren forma y contenido definitivos, es siempre, y sólo, una 

función del Estado. En definitiva, si el Estado autonómico arranca con una Constitución 

única, concluye con una jurisdicción también única, conteniéndose la diversidad de 

órganos y funciones en las fases del proceso normativo que media entre ambos 

extremos. La unidad de la jurisdicción y del Poder Judicial es así, en el ámbito de la 

concreción normativa, el equivalente de la unidad de la voluntad constituyente en el nivel 

de la abstracción. 

La estructura territorial del Estado es indiferente, por principio, para el Judicial como 

Poder del Estado. La Constitución limita la relevancia del principio autonómico en el 

ámbito de la jurisdicción a términos muy concretos, que hacen del territorio de la 

Comunidad Autónoma una de las unidades vertebradoras de la articulación del Poder 

Judicial en el conjunto del territorio nacional. Vale, pues, como criterio de ordenación 

territorial de los órganos de la jurisdicción y de las instancias procesales, pero sin 

perjuicio alguno de la integración de aquéllos en un Poder del Estado. Unidad orgánica 

y funcional que, asegurada en su sustancia con la atribución al Estado de la competencia 

exclusiva en materia de Administración de Justicia, es perfectamente compatible con el 

reconocimiento a las Comunidades Autónomas de determinadas competencias en el 

ámbito de la “administración de la Administración de Justicia”, cuando así resulta de su 

titularidad sobre competencias propias de la vertiente puramente administrativa al 

servicio de la función jurisdiccional del Estado. 

La caracterización del Estado autonómico que tan someramente acaba de esbozarse 

tiene su fundamento constitucional más específico en el art. 152.1 CE, cuyo segundo 

apartado, en conjunción con las previsiones del título VI de la Constitución y del art. 

149.1.5 CE, cifra la dimensión jurisdiccional de las Comunidades Autónomas en un 

sentido negativo: si las Comunidades Autónomas han de tener siempre Gobierno propio 

y, en determinados supuestos, hoy generalizados a todas las Comunidades Autónomas, 

también Asamblea legislativa autonómica, no pueden contar, en ningún caso, con 



Tribunales propios, sino que su territorio ha de servir para la definición del ámbito 

territorial de un Tribunal Superior de Justicia que no lo será de la Comunidad Autónoma, 

sino del Estado en el territorio de aquélla. Dicho ámbito territorial será también el que 

defina la ordenación de las instancias procesales, que deberán agotarse en ese territorio 

para culminar inmediatamente en la instancia nacional del Tribunal Supremo. Sobre 

estos extremos (mucho menos sobre los que tengan que ver con la jurisdicción y su 

ejercicio o con los órganos judiciales) nada puede disponerse en los Estatutos de 

Autonomía, a los que el art. 152.1 CE sólo habilita para establecer “los supuestos y las 

formas de participación de [las Comunidades Autónomas] en la organización de las 

demarcaciones judiciales del territorio”, en el entendido de que tal organización es una 

competencia estatal.  

43. El capítulo I del título III, que lleva por rúbrica “El Tribunal Superior de Justicia y el 

Fiscal o la Fiscal Superior de Cataluña”, consta de dos artículos, 95 y 96, que han sido 

objeto de impugnación. El art. 95 EAC ha sido recurrido en sus apartados 1, 2, 4, 5 y 6, 

recogiéndose en el antecedente 43 los argumentos jurídicos en los que las distintas 

partes procesales han basado su respectivo juicio de constitucionalidad. 

El apartado 1 del art. 95 EAC define al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña como 

“el órgano jurisdiccional en que culmina la organización judicial en Cataluña”, añadiendo 

que “es competente, en los términos establecidos por la ley orgánica correspondiente, 

para conocer de los recursos y de los procedimientos en los distintos órdenes 

jurisdiccionales y para tutelar los derechos reconocidos por el presente Estatuto”. “En 

todo caso -concluye el precepto-, el Tribunal Superior de Justicia es competente en los 

órdenes jurisdiccionales civil, penal, contencioso-administrativo, social y en los otros 

que puedan crearse en el futuro”. Aun cuando los recurrentes reprochan al precepto la 

inidoneidad del Estatuto para establecer las competencias del Tribunal Superior de 

Justicia de Cataluña y, por derivación, las del Tribunal Supremo, lo cierto es que 

únicamente impugnan de manera expresa la previsión relativa a la competencia del 

Tribunal Superior de Justicia para la tutela de los derechos reconocidos por el propio 

Estatuto, entendiendo que de su conjunción con lo dispuesto en el art. 38.2 EAC 

resultaría una suerte de recurso de amparo para la defensa de derechos que, de acuerdo 

con el art. 37 EAC, también vinculan a la Administración del Estado en Cataluña y a los 

particulares. 

El art. 95.1 EAC se limita a reproducir la previsión del art. 152.1 CE en punto a la 

condición del Tribunal Superior de Justicia como Tribunal en el que culmina la 



organización judicial en Cataluña. Podría ser dudoso que el Estatuto pudiera ir más allá 

de esa reproducción y disponer que, “[e]n todo caso, el Tribunal Superior de Justicia de 

Cataluña es competente en los órdenes jurisdiccionales civil, penal, contencioso-

administrativo, social y en los otros que puedan crearse en el futuro”, salvedad que se 

introduce en el precepto tras haber afirmado que las competencias del Tribunal Superior 

lo son “en los términos establecidos por la ley orgánica correspondiente”, que sólo puede 

ser la Ley Orgánica del Poder Judicial. Ahora bien, como quiera que, por mandato 

constitucional expreso, los Tribunales Superiores de Justicia han de culminar la 

organización judicial en cada territorio y, además, en dicho territorio han de agotarse 

(sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 123.1 CE) las instancias judiciales, es claro que 

tales Tribunales han de ser, por principio, competentes en todos los órdenes 

jurisdiccionales existentes. Cuáles sean éstos y cuál haya de ser el alcance de la 

competencia del Tribunal Superior de Justicia en cada caso es cuestión reservada a la 

Ley Orgánica del Poder Judicial, sin que el art. 95.1 EAC se oponga a ello. 

Por lo demás, descartada la inconstitucionalidad de los arts. 37 y 38 EAC en 

fundamentos precedentes (fundamentos jurídicos 26 y 27), decae por las mismas 

razones la objeción planteada al art. 95.1 EAC en cuanto que éste signifique la posible 

creación de un recurso de amparo para la defensa de derechos estatutarios equiparados 

a los fundamentales. En efecto, tampoco el art. 95.1 EAC implica la introducción de 

“innovaciones procesales” ni supone una alteración de “las reglas procesales 

comúnmente aplicables” en materia de protección de derechos, sino que, por el 

contrario, partiendo de un sistema procesal de garantía de los derechos y libertades 

dispuesto y regulado por el legislador del Estado en ejercicio de sus competencias 

propias, el precepto cuestionado asume la condición del Tribunal Superior de Justicia de 

Cataluña como órgano jurisdiccional al que corresponden en aquel sistema 

determinadas funciones de protección de derechos subjetivos; funciones a las que el 

Estatuto quiere hacer referencia expresa por relación a los derechos que el propio 

Estatuto reconoce, con la salvedad, en todo caso, de que los términos concretos en que 

esa genérica condición haya de materializarse para el caso de los derechos estatutarios 

serán, en definitiva, los que resulten de “los procedimientos establecidos en las leyes” 

(art. 38.2 EAC), que sólo pueden ser las del Estado. 

En consecuencia, ha de desestimarse la impugnación del art. 95.1 EAC.  

44. El apartado 2 del art. 95 EAC hace del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña “la 

última instancia jurisdiccional de todos los procesos iniciados en Cataluña, así como de 



todos los recursos que se tramiten en su ámbito territorial, sea cual fuere el derecho 

invocado como aplicable, de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial y sin perjuicio 

de la competencia reservada al Tribunal Supremo para la unificación de doctrina”, 

concluyendo que “[l]a Ley Orgánica del Poder Judicial determinará el alcance y contenido 

de los indicados recursos”. 

Los recurrentes sostienen que este precepto lleva a cabo un indebido desarrollo del art. 

152.2 CE al determinar directamente las competencias del Tribunal Superior de Justicia, 

infringiendo por ello los arts. 122 y 149.1.5 y 6 CE, y es además contrario al art. 123 

CE, en la medida en que contrae la competencia del Tribunal Supremo a la unificación 

de doctrina. Ninguna de las restantes partes procesales admite esta conclusión, 

alegando que el apartado cuestionado se limita a completar, sin contradecir, las 

previsiones del art. 152 CE y no es incompatible con la definición constitucional de la 

función del Tribunal Supremo. 

Es doctrina conocida que “la culminación en el Tribunal Superior de Justicia de la 

organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, establecida en 

[el art.] 152 CE. ... no comporta que el agotamiento de las instancias procesales se haya 

de producir necesariamente y en todos los órdenes jurisdiccionales ante dicho órgano, 

sino tan sólo la inexistencia de ningún otro órgano jurisdiccional jerárquicamente 

superior, con independencia de la salvedad que, respecto al Tribunal Supremo, resulta 

del art. 123 CE. La única exigencia constitucionalmente impuesta por dichos preceptos 

en orden a las instancias procesales es que su preclusión se produzca ante órganos 

radicados en el propio territorio de la Comunidad Autónoma si en ella lo está el órgano 

competente de la primera instancia” (STC 56/1990, de 29 de marzo, FJ 32). 

Nada de esto se contradice con el art. 95.2 EAC, que en un recto entendimiento de sus 

palabras no atribuye al Tribunal Superior de Justicia el conocimiento de todos los 

posibles recursos tramitados en su territorio, ni hace de ella la última instancia de todos 

los procesos en todo caso, sino que sólo le reconoce -dada su posición como órgano 

jurisdiccional con el que culmina la organización judicial del Estado en Cataluña, según 

recuerda el art. 95.1 EAC- la condición de última instancia posible a los fines de cumplir 

con el mandato constitucional de que las sucesivas instancias procesales se agoten ante 

órganos judiciales radicados en Cataluña (art. 152.1 CE), sin excluir con ello que, en su 

caso, ese agotamiento pueda realizarse en órganos judiciales inferiores del mismo 

territorio, lo que siempre corresponderá determinar a la Ley Orgánica del Poder Judicial, 

norma que el mismo art. 95.2 EAC asume como la competente para determinar “el 
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alcance y contenido de los indicados recursos”. En consecuencia, ha de ser desestimada 

en este extremo la impugnación del art. 95.2 EAC. 

Distinto es lo que sucede respecto de la salvedad hecha en el precepto a “la competencia 

reservada al Tribunal Supremo para la unificación de doctrina”. Ni el Estatuto puede 

contraer la competencia de ese Tribunal al conocimiento de un determinado recurso 

jurisdiccional, ni definir, al margen de cualquier recurso, las competencias 

jurisdiccionales del Tribunal Supremo, pues es evidente que Ley Orgánica del Poder 

Judicial es la única norma constitucionalmente habilitada para determinar los procesos 

y recursos que son de la competencia de los órganos judiciales, sin exclusión, 

naturalmente, del propio Tribunal Supremo. 

Cabe entender que con la expresión “unificación de doctrina” no se hace referencia en 

el Estatuto a un concreto recurso procesal, ni se delimita la función del Tribunal 

Supremo, sino que simplemente se alude, sin posibilidad de reducirla, al cometido 

característico y propio de dicho Tribunal en tanto que órgano jurisdiccional “superior en 

todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales” (art. 

123.1 CE). Cometido cifrado en la reducción a unidad del ejercicio de la jurisdicción por 

el conjunto orgánico de la pluralidad de los Juzgados y Tribunales en los que se 

estructura y organiza el Poder Judicial del Estado. Siendo ésa específicamente la función 

cuyo ejercicio define al Tribunal Supremo como el superior en todos los órdenes 

judiciales, el art. 95.2 EAC ha de interpretarse en el sentido de que con la “unificación 

de doctrina” no se puede definir por el Estatuto la función jurisdiccional del Tribunal 

Supremo ni se limita la configuración de la misma por la Ley Orgánica del Poder Judicial, 

ni se hace referencia a un recurso procesal específico, sino sólo a aquella función 

reservada al Tribunal Supremo y referida en el Estatuto por relación a su resultado -la 

unificación de la doctrina de todos los órganos judiciales, esto es, con mayor propiedad, 

la unificación de la aplicación e interpretación del Derecho-, alcanzado mediante un 

orden de recursos procesales que sólo a la Ley Orgánica del Poder Judicial corresponde 

establecer. 

Interpretado en esos términos, el inciso “para la unificación de doctrina” del art. 95.2 no 

es contrario a la Constitución, y así se dispondrá en el fallo.  

45. Los recurrentes reprochan también al apartado 4 del art. 95 EAC la infracción del 

art. 149.1.5 y 6 CE por atribuir al Tribunal Superior de Justicia “la resolución de los 

recursos extraordinarios de revisión que autorice la ley contra las resoluciones firmes 



dictadas por los órganos judiciales de Cataluña”. Siendo evidente que la ley en cuestión 

sólo puede ser, una vez más, la Orgánica del Poder Judicial, nada puede oponerse a la 

constitucionalidad del precepto, en el bien entendido de que será siempre esa ley 

orgánica la que, además de disponer los supuestos en que caben aquellos recursos 

extraordinarios, disponga también los supuestos en que su resolución corresponda al 

Tribunal Superior de Justicia, quedando así este órgano judicial autorizado para su 

conocimiento, según previene el art. 95.4 EAC. No estamos, por tanto, ante una norma 

estatutaria atributiva de competencias judiciales, sino ante un precepto que asume, sin 

condición, cuanto sobre esa materia decida, con perfecta libertad, el legislador estatal 

competente. 

En fin, los apartados 5 y 6 del art. 95 EAC han sido impugnados en cuanto prevén la 

participación del Consejo de Justicia de Cataluña en el proceso de propuesta de 

determinados nombramientos judiciales, siendo así que dicho Consejo ha sido 

cuestionado en su misma existencia con la impugnación del art. 97 EAC, de manera que 

de la constitucionalidad de este precepto, sobre la que nos pronunciaremos en el 

fundamento jurídico 47, depende necesariamente la de aquellos dos apartados. Sin 

perjuicio de lo cual, hemos de declarar ahora que, por las razones expuestas, debe 

desestimarse la impugnación del art. 95.4 EAC.  

46. El art. 96 EAC está dedicado al Fiscal Superior de Cataluña y su impugnación se basa 

igualmente en que, a juicio de los recurrentes, produce una indebida territorialización 

del Ministerio Fiscal, con quiebra de los principios constitucionales de unidad y jerarquía 

de la institución y de la reserva de ley prevista para la regulación de su estatuto orgánico 

(art. 124 CE). Censura a la que se han opuesto tanto el Abogado del Estado como el 

Parlamento y el Gobierno catalanes con los argumentos que, al igual que los de los 

Diputados recurrentes, se han sintetizado en el antecedente 44. 

El apartado 1 del art. 96 EAC se limita a atribuir la denominación de “Fiscal Superior de 

Cataluña” al Fiscal Jefe del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. Denominación 

específica que, además de ser la acogida por la Ley 24/2007, de 9 de octubre, de 

modificación de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el estatuto 

orgánico del Ministerio Fiscal, no tiene consecuencia alguna en el orden del 

procedimiento de designación del Fiscal Superior o en el de sus funciones 

institucionales, pues en ambos casos el art. 96 EAC se remite de manera expresa -en 

sus apartados 1 y 4, respectivamente- a lo que establezca dicho estatuto orgánico del 

Ministerio Público. Incluso la concreta referencia a la función de representación del 



Ministerio Fiscal en Cataluña incluida en el art. 96.1 EAC se compadece sin dificultad 

con esa remisión a la disciplina del estatuto orgánico del Ministerio Fiscal y abunda, por 

lo demás, en los principios de unidad y jerarquía que le son característicos. 

El respeto al procedimiento de designación del Fiscal Superior no se ve perjudicado en 

absoluto por el hecho de que el art. 96.2 EAC disponga que el Presidente de la 

Generalitat ordena la publicación de su nombramiento en el Diario Oficial de la 

Generalitat, pues es obvio que la única publicación relevante a los fines de la perfección 

jurídica del nombramiento es la verificada en el Boletín Oficial del Estado, cumpliendo 

así la realizada en el Diario de la Generalitat un cometido de coadyuvar al mayor 

conocimiento de aquel acto. 

El apartado 3 del art. 96 EAC prevé el envío por el Fiscal Superior a distintas instituciones 

autonómicas de una copia de la memoria anual de la Fiscalía del Tribunal Superior de 

Justicia de Cataluña. Los recurrentes no se han detenido específicamente en este punto, 

sin que sea fácil advertir en qué medida esta previsión puede redundar en la indebida 

territorialización del Ministerio Fiscal o en la invasión de la reserva de ley establecida en 

el art. 124 CE, único fundamento invocado en el recurso para la impugnación in 

abstracto de la totalidad del art. 96 EAC. En todo caso, la previsión de que la copia de la 

memoria se presente ante el Parlamento de la Comunidad Autónoma se contempla 

también expresamente en el art. 11.2 del Estatuto orgánico del Ministerio Fiscal y es una 

manifestación de las relaciones institucionales del Ministerio Fiscal con las instituciones 

públicas que, en su dimensión puramente informativa, no puede implicar, por definición, 

control alguno por parte de la Cámara sobre la actuación del Fiscal Superior. 

Por último, el apartado 4 del art. 96 EAC se limita, según hemos dicho ya, a recordar 

que las funciones del Fiscal Superior “son las que establece el Estatuto orgánico del 

Ministerio Fiscal”, lo que no puede ser más respetuoso con la reserva del art. 124.3 CE, 

siendo, en fin, evidente que la posibilidad de que la Generalitat celebre convenios con 

el Ministerio Fiscal, según concluye el apartado 4 examinado, no supone para éste la 

imposición de un deber incompatible con su posición y autonomía institucionales. 

En atención a todo lo cual ha de desestimarse la impugnación del art. 96 EAC.  

47. El capítulo II del título III del Estatuto tiene por objeto el Consejo de Justicia de 

Cataluña. En el antecedente 45 se han resumido las consideraciones alegadas por las 

partes en relación con los preceptos impugnados al respecto, que son los arts. 97, 98.1 



y 2 y 99.1 EAC, a los que se imputa por los Diputados recurrentes la invasión de la 

materia reservada al legislador orgánico en el art. 122.2 CE y al Estado en el art. 149.1.5 

CE. Imputaciones a las que las restantes partes personadas han contestado subrayando 

las salvedades contempladas en el Estatuto a favor del dominio propio de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial. 

Atendida la configuración constitucional del Poder Judicial a la que nos hemos referido 

en los Fundamentos precedentes, es notorio que el Estatuto catalán incurre en un 

evidente exceso al crear en el art. 97 un Consejo de Justicia de Cataluña al que se califica 

como “órgano de gobierno del poder judicial en Cataluña” y cuyos actos lo serían de un 

“órgano desconcentrado del Consejo General del Poder Judicial”, siendo así que el Poder 

Judicial (cuya organización y funcionamiento están basados en el principio de unidad ex 

art. 117.5 CE) no puede tener más órgano de gobierno que el Consejo General del Poder 

Judicial, cuyo estatuto y funciones quedan expresamente reservados al legislador 

orgánico (art. 122.2 CE). En esas condiciones, es obvia la infracción de los arts. 122.2 

CE y 149.1.5 CE, según es doctrina reiterada (por todas, STC 253/2005, de 11 de 

octubre, FJ 5), pues ningún órgano, salvo el Consejo General del Poder Judicial, puede 

ejercer la función de gobierno de los órganos jurisdiccionales integrados en el Poder 

Judicial, exclusivo del Estado, ni otra ley que no sea la Orgánica del Poder Judicial puede 

determinar la estructura y funciones de aquel Consejo dando cabida, en lo que ahora 

interesa, y en su caso, a eventuales fórmulas de desconcentración que, no siendo 

constitucionalmente imprescindibles, han de quedar, en su existencia y configuración, 

a la libertad de decisión del legislador orgánico con los límites constitucionales antes 

expresados. 

Ahora bien, la impropiedad constitucional de un órgano autonómico cualificado en los 

términos del art. 97 EAC no significa fatalmente la inconstitucionalidad misma del 

órgano en cuestión, pues sólo si todas y cada una de sus concretas atribuciones se 

correspondieran, además, con esa cualificación impropia, sería inevitable la 

inconstitucionalidad y nulidad de un órgano cuya existencia únicamente tendría razón 

de ser para el ejercicio de unos cometidos constitucionalmente inaceptables. El art. 97 

EAC es, por tanto, inconstitucional en la medida en que califica al Consejo de Justicia de 

Cataluña como “órgano de gobierno del poder judicial” que “[a]ctúa como órgano 

desconcentrado del Consejo General del Poder Judicial”. La pervivencia del Consejo de 

Justicia de Cataluña, una vez excluida su inconstitucional conceptuación, dependerá del 

juicio que merezcan las atribuciones que se le confieren en el art. 98 EAC. 
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En todo caso, la inconstitucionalidad de principio advertida ya en el art. 97 EAC ha de 

implicar, por conexión o consecuencia, la de los arts. 98.3 y 100.1 EAC, no impugnados, 

en cuanto el primero parte de la posibilidad de que el Consejo de Justicia dicte 

resoluciones en materia de nombramientos, autorizaciones, licencias y permisos de 

Jueces y Magistrados y toda vez que la recurribilidad en alzada de determinados actos 

del Consejo de Justicia de Cataluña ante el Consejo General del Poder Judicial resulta 

lógicamente de la definición de aquél como órgano desconcentrado de este último. 

Por tanto, el art. 97 EAC, así como el apartado 3 del art. 98 EAC y el apartado 1 del art. 

100 EAC, son inconstitucionales y nulos.  

48. El art. 98.1 EAC asigna al Consejo de Justicia de Cataluña las atribuciones 

establecidas en “el presente Estatuto, la Ley Orgánica del Poder Judicial, las leyes que 

apruebe el Parlamento y las que, si procede, le delegue el Consejo General del Poder 

Judicial”. No es de advertir en lo anterior inconstitucionalidad alguna, pues el precepto 

se limita a enumerar genéricamente las fuentes de atribución de las competencias del 

Consejo de Justicia, incluyéndose entre ellas la Ley Orgánica del Poder Judicial, pero sin 

condicionar en absoluto la libertad del legislador orgánico; tampoco la del Consejo 

General del Poder Judicial, cuya posible delegación de atribuciones en el Consejo de 

Justicia no resulta en absoluto obligada. La cuestión determinante será, por tanto, cuáles 

son, en cada caso, las competencias atribuidas directamente en el propio Estatuto, 

siendo evidente que respecto de las que se puedan contemplar en su momento en “las 

leyes que apruebe el Parlamento” nada podemos anticipar ahora. 

Las atribuciones en las que aquí hemos de centrarnos son, pues, las relacionadas en el 

art. 98.2 EAC. De ellas incurren en clara inconstitucionalidad, por tratarse de 

atribuciones típicas de un órgano de gobierno del Poder Judicial, las contempladas en 

los apartados a) [participación en la designación de presidentes de órganos judiciales], 

b) [expedición de nombramientos y ceses de Jueces y Magistrados temporales], c) 

[funciones disciplinarias sobre Jueces y Magistrados], d) [inspección de Tribunales] y e) 

[información sobre recursos de alzada contra acuerdos de los órganos de gobierno de 

los Tribunales y Juzgados de Cataluña], que afectan, sin duda, a la función jurisdiccional 

propiamente dicha y a la ordenación de los elementos consustanciales a la 

determinación de la garantía de la independencia en su ejercicio. La inconstitucionalidad 

del apartado a) implica, por conexión o consecuencia, la de la referencia en los apartados 

5 y 6 del art. 95 EAC a la participación del Consejo de Justicia en el nombramiento de 

los Presidentes del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña y de sus Salas. 



Por el contrario, se acomodan a la Constitución las atribuciones contempladas en los 

apartados f) [“precisar y aplicar, cuando proceda, en el ámbito de Cataluña, los 

reglamentos del (CGPJ)”], g) [información sobre propuestas en materia de organización 

y demarcaciones], h) [presentación de una memoria al Parlamento] e i) [reiterativo del 

art. 98.1 EAC]. En la medida en que dichas atribuciones se compadecen sin dificultad 

con el ámbito de las competencias asumibles por la Comunidad Autónoma en relación 

con la “administración de la Administración de Justicia”, su ejercicio por un órgano 

autonómico específico como es el Consejo de Justicia de Cataluña no plantea ningún 

reparo constitucional a la existencia de este último, en el bien entendido de que no 

puede ser cualificado en los términos utilizados por el art. 97 EAC. 

En suma, la referencia al Consejo de Justicia de los apartados 5 y 6 del art. 95 EAC, así 

como las letras a), b), c), d) y e) del art. 98.2 EAC son inconstitucionales y nulos, sin que 

infrinjan la Constitución los restantes epígrafes de este último precepto.  

49. El art. 99.1 EAC, que regula la composición, organización y funcionamiento del 

Consejo de Justicia de Cataluña, prevé la integración en él de Jueces, Magistrados, 

Fiscales o juristas de reconocido prestigio, y confiere su presidencia al Presidente del 

Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. Hemos rechazado en el fundamento jurídico 

47 que el Consejo de Justicia de Cataluña pueda caracterizarse como un órgano de 

gobierno de los jueces, ya que las únicas funciones que constitucionalmente puede 

ejercer son las de naturaleza administrativa; por tanto, la integración de Jueces y 

Magistrados en su composición supondría hacer uso de la excepción contemplada en el 

art. 117.4 CE, que impide, por principio, que los Jueces ejerzan funciones ajenas a la 

potestad jurisdiccional. No es el Estatuto, por las razones ya repetidas en fundamentos 

anteriores, la norma competente para establecer esa excepción, lo que desde luego hace 

en su primer inciso en relación con el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, al 

atribuirle la presidencia del Consejo de Justicia de Cataluña. En cuanto al resto de los 

componentes de este órgano, el precepto estatutario dispone que, además de por el 

Presidente del Tribunal Superior de Justicia, estará integrado por “[…] los miembros que 

se nombren, de acuerdo con lo previsto por la Ley Orgánica del Poder Judicial, entre 

Jueces, Magistrados, Fiscales o juristas de reconocido prestigio”. En virtud de esta 

remisión a la LOPJ, es al legislador orgánico al que con plena libertad le corresponde 

determinar entre qué profesionales de los mencionados en el precepto pueden ser 

nombrados los componentes del Consejo de Justicia y, en su caso, incluir entre ellos a 

Jueces y Magistrados, habilitándolos, de esta forma, para el ejercicio de funciones ajenas 



a la potestad jurisdiccional, debiendo, por lo tanto, desestimarse en este concreto 

extremo la impugnación de los recurrentes. 

En conclusión, el inciso “por el Presidente o Presidenta del Tribunal Superior de Justicia 

de Cataluña, que lo preside, y” del apartado 1 del art. 99 EAC es inconstitucional y nulo.  

50. El capítulo III del título III del Estatuto tiene por objeto las competencias de la 

Generalitat sobre la Administración de Justicia y comprende los arts. 101 a 109 EAC, 

todos ellos impugnados con excepción de los arts. 104 (“Medios materiales”), 108 

(“Justicia de paz y de proximidad”) y 109 (“Cláusula subrogatoria”). Los fundamentos de 

la impugnación y las alegaciones de las partes se han resumido en los antecedentes 46 

a 51. 

El apartado 1 del art. 101 EAC dispone que la Generalitat puede proponer “la 

convocatoria de oposiciones y concursos para cubrir las plazas vacantes de Magistrados, 

Jueces y Fiscales en Cataluña”. Formalmente impugnado en el petitum del recurso, el 

cuerpo de la demanda se centra, sin embargo, en los apartados 2 y 3 del precepto, 

siendo así que, por su parte, dicho apartado 3 no figura después en el petitum. Todo 

apunta a un error en la formalización de este último, por lo que no debería tenerse por 

impugnado el art. 101.1 EAC. Ello no obstante, en cuanto el Consejo de Justicia de 

Cataluña figura entre las instituciones a las que cabe proponer aquella convocatoria, es 

evidente que su mención en dicho apartado debe declararse inconstitucional y nula 

como consecuencia de las razones que en los fundamentos jurídicos 47 y 48 nos han 

llevado a tener por inconstitucional la configuración del Consejo de Justicia en los arts. 

97 y 98 EAC como un órgano de gobierno del Poder Judicial. Razones que también 

suponen la inconstitucionalidad del apartado 2 del art. 101 EAC, en el que se prescribe 

que el Consejo de Justicia “convoca los concursos para cubrir plazas vacantes de Jueces 

y Magistrados en Cataluña en los términos establecidos en la Ley Orgánica del Poder 

Judicial”. 

En consecuencia, son inconstitucionales y nulos los incisos “o al Consejo de Justicia de 

Cataluña” del art. 101.1 EAC y del art. 101.2 EAC. 

De acuerdo con el apartado 3 del art. 101 EAC, [l]as pruebas de los concursos y las 

oposiciones regulados en el presente artículo, cuando se celebren en Cataluña, podrán 

realizarse en cualquiera de las dos lenguas oficiales a elección del candidato”. Con 

notoria impropiedad, el apartado se refiere a los concursos y oposiciones “regulados” en 



el art. 101 EAC, cuando es obvio que el precepto no los regula en absoluto, sino que se 

limita a pronunciarse sobre la capacidad de propuesta para su convocatoria (apartado 

1), sobre la facultad misma de convocarlos (apartado 2) y sobre las lenguas que pueden 

utilizarse en las oposiciones y concursos (apartado 3), siempre y en todo caso por 

relación a la cobertura de plazas vacantes en Cataluña. Esta precisión es determinante 

para el cabal entendimiento del art. 101.3 EAC, que no se pretende aplicable a los 

concursos y oposiciones celebrados en Cataluña para la cobertura de plazas vacantes en 

cualquier parte del territorio nacional, sino, como se desprende con claridad de su 

apartado 1, sólo para las que hayan de cubrirse en esa Comunidad Autónoma y cuando 

las pruebas de acceso se celebren en su territorio. En cualquier caso, el precepto no 

impone la utilización exclusiva del catalán, sino que se limita a permitir a los 

concursantes y opositores la opción por cualesquiera de las dos lenguas oficiales en 

Cataluña, atendiendo así específicamente al derecho de los ciudadanos de Cataluña a 

relacionarse con la Administración pública, condición de la que participan los tribunales 

de oposiciones, en la lengua oficial de su elección. Siempre en el bien entendido, como 

hemos dejado claro al pronunciarnos sobre el art. 33.3 EAC en el fundamento jurídico 

21, de que el ejercicio de ese derecho en el marco de los procedimientos de acceso a la 

carrera judicial, así como en los de promoción y traslado, requiere la inexcusable 

intervención del legislador estatal; concretamente, del legislador orgánico del Poder 

Judicial a quien corresponde precisar las modalidades y requisitos de ejercicio del 

derecho de opción lingüística contemplado en el Estatuto. 

En consecuencia, ha de desestimarse la impugnación del art. 101.3 EAC.  

51. En ese mismo fundamento jurídico 21 hemos descartado la inconstitucionalidad del 

art. 102.1 EAC, en cuya virtud se prescribe que “[l]os Magistrados, Jueces y Fiscales que 

ocupen una plaza en Cataluña deberán acreditar un conocimiento adecuado y suficiente 

del catalán para hacer efectivos los derechos lingüísticos de los ciudadanos en la forma 

y con el alcance que determine la ley”, pues el precepto “se limita a especificar respecto 

de Magistrados, Jueces y Fiscales la repetida consecuencia de principio inherente a la 

coexistencia de dos lenguas oficiales ya declarada para el conjunto de los poderes 

públicos del Estado en los apartados 3 y 4 del art. 33 EAC” (fundamento jurídico 21). 

También allí concluimos que “el apartado 4 del art. 102 EAC tampoco merece reproche 

alguno de inconstitucionalidad por cuanto el deber de acreditación del conocimiento de 

las dos lenguas oficiales se predica en el precepto, en términos generales y de principio, 

como consecuencia inherente de la cooficialidad, respecto del personal al servicio de la 



Administración de Justicia y de la Fiscalía en Cataluña”, es decir, en un ámbito 

(administración de la Administración de Justicia) en el que no está excluida 

constitucionalmente la existencia de determinadas competencias autonómicas (por 

todas, SSTC 253/2005, de 11 de octubre, y 270/2006, de 13 de septiembre). En ambos 

casos hicimos además la salvedad de que ha de ser “con ocasión, en su caso, del 

desarrollo normativo de ambas previsiones estatutarias por parte del poder público 

competente, estatal o autonómico, cuando, eventualmente, podrá requerirse de este 

Tribunal el pertinente juicio de constitucionalidad sobre los específicos términos en los 

que llegue a concretarse el deber de conocimiento de las dos lenguas oficiales por los 

referidos servidores públicos que, como consecuencia genérica de la cooficialidad, los 

preceptos ahora examinados se limitan a formalizar en garantía del derecho de opción 

lingüística que asiste a los ciudadanos”. 

Nada hemos dicho antes, sin embargo, a propósito de la constitucionalidad de los 

apartados 2 y 3 del art. 102 EAC en lo que se refiere al conocimiento del Derecho propio 

de Cataluña. El primero impone a los Magistrados, Jueces y Fiscales que ocupen una 

plaza en Cataluña el deber de “acreditar un conocimiento suficiente del derecho propio 

de Cataluña en la forma y con el alcance que determine la ley”. El apartado 3, por su 

lado, dispone que “[e]n todo caso el conocimiento suficiente […] del derecho [propio] se 

valorará específica y singularmente para obtener una plaza en los correspondientes 

concursos de traslado”. 

El conocimiento del Derecho propio de Cataluña es una condición inexcusable en quien, 

como titular de un órgano de la jurisdicción, tiene como función la aplicación del 

Derecho integrado en el conjunto del Ordenamiento español, en el que se comprenden 

tanto el Derecho del Estado como las disposiciones de Derecho internacional 

debidamente incorporadas en aquel conjunto y, obviamente, los Derechos internos de 

origen y alcance infraestatal, sean los emanados de las Comunidades Autónomas, sean 

los Derechos civiles forales o especiales reconocidos y amparados por la Constitución. 

En propiedad, por tanto, la exigencia contenida en el art. 102.2 EAC es perfectamente 

redundante, pues es obvio que los Jueces y Magistrados españoles deben conocer el 

Derecho español en todas sus dimensiones y variables, siendo evidente que en ese punto 

el precepto estatutario no exige nada que no esté ya obligado a exigir, por principio, el 

legislador orgánico del Poder Judicial, único competente, según tenemos repetido, para 

la disciplina de los procedimientos de acceso a la Carrera Judicial y de promoción y 

traslado de quienes en ella se integran. 
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En cualquier caso, que “el conocimiento suficiente del derecho propios” haya de 

valorarse “específica y singularmente para obtener una plaza en los correspondientes 

concursos de traslado”, según quiere el art. 102.3 EAC, no deja de ser una legítima 

pretensión del legislador estatutario -en tanto que competente para la defensa y 

promoción de aquella lengua y de aquel Derecho- respecto de la acción legislativa del 

único competente para cuanto se refiere a la Administración de Justicia en sentido 

propio, esto es, para las Cortes Generales, que, con perfecta libertad, habrán de 

determinar, en su caso, la forma y el alcance con que esa pretensión pueda formalizarse 

en una condición jurídica de Derecho positivo. 

Por todo lo dicho debe desestimarse la impugnación de la exigencia relativa al deber de 

conocimiento del Derecho propio a que se refiere el art. 102 EAC.  

52. El art. 103 EAC se refiere al personal no judicial al servicio de la Administración de 

Justicia. Su apartado 1 atribuye a la Generalitat “la competencia normativa” sobre el 

mismo, “dentro del respeto al estatuto jurídico de ese personal establecido por la Ley 

Orgánica del Poder Judicial”. En lo que hace a lo primero, no puede admitirse que, como 

sostienen los recurrentes, la competencia atribuida a la Comunidad Autónoma en esta 

materia sea precisamente la legislativa, pues “la competencia normativa” en cuestión 

también puede ser la reglamentaria. Por lo que se refiere a la previsión de que dicha 

competencia ha de ejercerse dentro del respeto al estatuto de aquel personal establecido 

por la Ley Orgánica del Poder Judicial, es evidente que por sí sola excluye toda posible 

infracción de dicho estatuto jurídico y de la única Ley competente para su regulación. 

Por ello, la concreta relación de materias cuya regulación se incluye en esa competencia 

según el propio art. 103.1 EAC sólo puede entenderse por estricta referencia a las 

previsiones de la Ley Orgánica del Poder Judicial y con arreglo a ellas deben ser 

interpretadas y entendidas, en su contenido y en su alcance. 

Lo mismo ha de decirse respecto de las funciones que el apartado 2 del art. 103 EAC 

incluye en “la competencia ejecutiva y de gestión” atribuida a la Generalitat en materia 

de personal no judicial, pues también se trata de una competencia conferida “[e]n los 

mismos términos del apartado 1”, esto es, por tanto, “dentro del respeto al estatuto 

jurídico de ese personal establecido por la Ley Orgánica del Poder Judicial”. 

Asimismo, la posibilidad contemplada en el apartado 3 del art. 103 EAC en punto a la 

creación por ley del Parlamento catalán de cuerpos de funcionarios al servicio de la 

Administración de Justicia lo es, según previene el propio precepto, “[d]entro del marco 



dispuesto por la Ley Orgánica del Poder Judicial”, de manera que tal creación sólo es 

posible si esa Ley Orgánica lo permite y en los términos en que lo haga. 

Por último, la atribución a la Generalitat “de competencia exclusiva sobre el personal 

laboral al servicio de la Administración de Justicia” (art. 103.4 EAC) es obvio que sólo 

puede entenderse sin perjuicio de la competencia exclusiva del Estado respecto de la 

Administración de Justicia (art. 149.1.5 CE) y de la legislación laboral general (art. 

149.1.7 CE). 

Por lo dicho, no puede prosperar la impugnación del art. 103 EAC.  

53. El art. 105 EAC atribuye a la Generalitat, “de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder 

Judicial”, la competencia para “determinar la creación, el diseño, la organización, la 

dotación y la gestión de las oficinas judiciales y de los órganos y servicios de apoyo a 

los órganos jurisdiccionales, incluyendo la regulación de las instituciones, los institutos 

y los servicios de medicina forense y de toxicología”. A juicio de los recurrentes, que 

denuncian la intromisión del precepto en el ámbito de la planta judicial, la necesaria 

homogeneidad que ha de caracterizar el diseño de la oficina judicial hace insuficiente la 

sola referencia a la Ley Orgánica del Poder Judicial, siendo necesario contar también con 

la eventualidad de la intervención del poder reglamentario del Estado. El Abogado del 

Estado y el Parlamento de Cataluña sostienen que la remisión a la Ley Orgánica del Poder 

Judicial es suficiente a los fines de la unidad y homogeneidad de la oficina, en tanto que 

el Gobierno catalán subraya que la oficina judicial no es un aspecto nuclear de la 

Administración de Justicia ni su uniformidad es una exigencia de la unidad del Poder 

Judicial. Todas estas razones se han reseñado en el antecedente 49. 

El art. 105 EAC no deja dudas sobre los términos en que se atribuyen a la Generalitat las 

competencias que en el precepto se enumeran en relación con la oficina judicial y los 

órganos y servicios de apoyo a los órganos jurisdiccionales: siempre, y sólo, de acuerdo 

con la Ley Orgánica del Poder Judicial. Ley Orgánica que, en la versión actualmente 

vigente, disciplina el régimen de organización y funcionamiento de la administración al 

servicio de Jueces y Tribunales en los términos de homogeneidad que los recurrentes 

consideran justamente imprescindibles para la mejor garantía de la independencia del 

Poder Judicial. Sostener que la Ley Orgánica del Poder Judicial no cumple con ese 

cometido por sí sola, siendo necesario el concurso de otras normas estatales, constituye, 

en realidad, un reproche a la Ley Orgánica misma, inadmisible en este proceso. 



Por su parte, la afirmación de que con el art. 105 EAC se invade el ámbito de la planta 

judicial carece de fundamento. Es de recordar, una vez más, que el art. 105 EAC sólo 

atribuye competencias de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial, lo que hace 

imposible, por principio, la contradicción entre el precepto estatutario y la norma 

constitucionalmente habilitada para la regulación de la materia en cuestión. Por lo 

demás, es la propia LOPJ la que expresamente excluye en su art. 436.5 que “el ámbito 

de la Oficina Judicial pueda modificar el número y composición de los órganos judiciales 

que constituyen la planta judicial ni la circunscripción territorial de los mismos 

establecida por la ley”. 

Por todo ello, hemos de desestimar la impugnación del art. 105 EAC.  

54. De acuerdo con el art. 106 EAC la Generalitat es competente “para ordenar los 

servicios de justicia gratuita y de orientación jurídica gratuita” (apartado. 1), pudiendo 

“establecer los instrumentos y procedimientos de mediación y conciliación en la 

resolución de conflictos en las materias de su competencia” (apartado. 2). Los 

recurrentes han alegado, según se recoge en el antecedente 50, que el precepto atribuye 

“una competencia que, tal y como se presenta, aparece como exclusiva”, lo que supone 

la contradicción del art. 149.1.5 y 6 CE, en cuya virtud ha podido dictar el Estado la Ley 

1/1996, de asistencia jurídica gratuita. En cuanto al apartado 2, incurriría en la misma 

contradicción por ser evidente que, incluido en el título dedicado al Poder Judicial en 

Cataluña, el precepto incide en la Administración de Justicia y en la legislación procesal. 

En lo que hace a la objeción esgrimida contra el art. 106.1 EAC, es notorio que, más allá 

de la apariencia de exclusividad apreciada por los recurrentes, el precepto no regula el 

derecho a la asistencia jurídica gratuita, sino sólo y exclusivamente la ordenación de los 

“servicios” relativos a la justicia y orientación jurídica gratuita, ni hace imposible, en su 

literalidad, el ejercicio exclusivo por el Estado de la competencia en la que se comprende 

la ordenación administrativa de la asistencia jurídica gratuita, es decir, la contemplada 

en el art. 149.1.18 CE, según es doctrina establecida en la STC 97/2001, de 5 de abril 

Por su parte, el art. 106.2 EAC no incluye necesariamente entre “los instrumentos y 

procedimientos de mediación y conciliación en la resolución de conflictos” aquellos que, 

como el arbitraje, comportan un equivalente jurisdiccional o constituyen un presupuesto 

procesal para el ejercicio de la jurisdicción, de manera que, así entendidos, referidos a 

fórmulas de autocomposición extrajudicial, como la conciliación o la composición, 



aquellos instrumentos y procedimientos no merecen objeción alguna en su 

confrontación con el art. 149.1.5 y 6 CE. 

En consecuencia, ha de desestimarse la impugnación del art. 106 EAC  

55. El art. 107 EAC, último de los impugnados entre los que se integran en el título III 

del Estatuto, tiene por objeto la demarcación, planta y capitalidad judiciales. Las razones 

de su impugnación y las esgrimidas en su defensa se han consignado en el antecedente 

51. 

El apartado 1 dispone que “[e]l Gobierno de la Generalitat, al menos cada cinco años, 

previo informe del Consejo de Justicia de Cataluña, debe proponer al Gobierno del 

Estado la determinación y la revisión de la demarcación y planta judiciales en Cataluña”. 

Dicha propuesta, que el precepto califica de preceptiva, “deberá acompañar al proyecto 

de ley que el Gobierno envíe a las Cortes Generales”. El precepto en cuestión se limita a 

imponer a un órgano de la Comunidad Autónoma un deber de propuesta ante un órgano 

del Estado en materia de la exclusiva competencia de este último (STC 56/1990, de 29 

de marzo). En nada queda así perjudicada la libertad del Estado en punto al ejercicio de 

esa competencia. Ni en el supuesto de las Cortes Generales, a las que corresponde en 

todo caso la aprobación por ley de la demarcación y planta judiciales, sin que la 

propuesta autonómica sea más que un elemento para la formación de la voluntad 

parlamentaria al tramitar el correspondiente proyecto de ley (STC 56/1990, FJ 17); ni 

tampoco en el del Gobierno, que si ha de venir en la actualidad obligado a acompañar 

al proyecto de ley la propuesta autonómica en materia de demarcación no ha de ser por 

mandato estatutario, sino por disponerlo así la Ley Orgánica del Poder Judicial en su art. 

35, en tanto que para el caso de la planta judicial a las Comunidades Autónomas no les 

cumple sino la facultad de instancia prevista en el art. 29 LOPJ. 

El apartado 2 del art. 107 EAC prevé que “[l]as modificaciones de la planta judicial que 

no comporten reforma legislativa podrán corresponder al Gobierno de la Generalitat”, 

así como que “la Generalitat podrá crear Secciones y Juzgados, por delegación del 

Gobierno del Estado, en los términos previstos por la Ley Orgánica del Poder Judicial”. 

No es de advertir en el precepto infracción de la competencia del Estado respecto de la 

definición y establecimiento de la planta judicial, claramente integrada en el ámbito de 

la Administración de Justicia del art. 149.1.5 CE (STC 62/1990, de 30 de marzo), pues 

el art. 107.2 EAC se limita a enunciar, en su primera parte, una posibilidad que sólo 

llegará a materializarse si lo permite la legislación estatal competente, y a subordinar, 
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en la segunda, a una delegación del Gobierno del Estado la creación de Secciones y 

Juzgados, siempre “en los términos previstos por la Ley Orgánica del Poder Judicial”. Se 

trata, en definitiva, de un precepto cuyas previsiones quedan expresamente sometidas 

a la realización de condiciones indisponibles para el poder público autonómico y 

enteramente reservadas a la libertad del Estado. 

El apartado 3 y último del art. 107 EAC dispone que “[l]a capitalidad de las 

demarcaciones judiciales es fijada por una ley del Parlamento”. Los recurrentes sostienen 

que sólo la Ley Orgánica del Poder Judicial puede atribuir a la Generalitat la fijación 

misma, por ley autonómica, de la capitalidad de las demarcaciones judiciales catalanas 

(STC 56/1990, de 29 de marzo). Lo cierto es que así lo hace el art. 35.6 LOPJ, de manera 

que el art. 107.3 EAC sólo puede entenderse, precisamente, como una especificación 

del mandato que sobre el particular dirige a los Estatutos de Autonomía el art. 152.1 CE 

en cuanto a la necesidad de proceder en esta materia “de conformidad con lo previsto 

en la ley orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste”. Por 

lo mismo, en la cuestión relativa a si pueden ser todas o sólo algunas las capitalidades 

fijadas por ley autonómica, habrá de estarse a los términos de nuestra doctrina 

establecida en la STC 56/1990 (en referencia precisamente al art. 18.2 EAC de 1979), 

conforme a la cual la competencia estatutaria para la fijación de la capitalidad de las 

demarcaciones judiciales “sólo se extiende (dejando al margen la sede del Tribunal 

Superior de Justicia) a las demarcaciones de ámbito diferente del provincial”, pues “la 

indisponibilidad para las Comunidades Autónomas de la delimitación de la demarcación 

provincial a efectos judiciales implica necesariamente la falta de disponibilidad sobre la 

capitalidad de esa demarcación” (FJ 25). 

En virtud de las razones expuestas, ha de desestimarse la impugnación del art. 107 EAC.  
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